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Tribunal Superior de Justicia de Madrid
Sala de lo Contencioso-Administrativo
Sección Segunda C/ General Castaños, 1 , Planta 1 - 28004
33010280

NIG: 28.079.00.3-2023/0018643

ROLLO DE APELACION Nº 94/2024
SENTENCIA Nº 123/2024

----

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

----

Ilustrísimos Señores e Ilustrísima Señora: 

Presidente:

Magistrados:

 

En la Villa de Madrid a cinco de marzo de dos mil veinticuatro.

Vistos por la Sala, constituida por los señores arriba indicados, magistrados de Sala 

de lo Contencioso Administrativo (sección 2ª), de este Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid , el Rollo de Apelación número 94 de 2024 dimanante del Procedimiento 

Abreviado número 230 de 2023 del Juzgado de lo Contencioso Administrativo número 33 de 

Madrid en virtud del recurso de apelación interpuesto por la entidad  

 (calle  de Majadahonda)», 

representada por la Procuradora , y asistidos por  

 contra la Sentencia dictada en el mismo. Han sido parte la 

apelante y como apelado el Ayuntamiento de Majadahonda, asistido y representado por la 

Letrada Consistorial 
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El día 16 de octubre de 2023, el Juzgado de lo Contencioso 

Administrativo número 33 de Madrid en el Procedimiento Abreviado número 320 de 2020 

dictó Sentencia cuyo fallo es del siguiente tenor literal:

“DESESTIMAR el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la 

representación procesal de la , 

contra los actos administrativos identificados en el fundamento de derecho primero de la 

presente resolución. Sin imposición de costas.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la 

misma cabe recurso de APELACIÓN en el plazo de QUINCE DIAS a contar desde el 

siguiente a su notificación, advirtiendo que deberá constituir depósito de 50 euros. Dicho 

depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de Depósitos y 

Consignaciones de este Juzgado nº 5117-0000-94-0230-23 BANCO DE SANTANDER, 

especificando en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un 

“Recurso” 22 Contencioso-Apelación (50 euros). Si el ingreso se hace mediante 

transferencia bancaria, el código y tipo concreto de recurso debe indicarse justamente 

después de especificar los 16 dígitos de la cuenta expediente (separado por un espacio), lo 

que deberá ser acreditado al presentarse escrito de interposición del recurso, bajo el 

apercibimiento de que no se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté 

constituido y que de no efectuarlo se dictará auto que pondrá fin al trámite del recurso.

Así lo acuerda, manda y firma la Ilma. Sra.  

Magistrada-Juez del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 33 de los de 

Madrid”.

SEGUNDO.- Por escrito presentado el día 10 de noviembre de 2023 la Procuradora 

 en nombre y representación de La entidad  

 (calle  de Majadahonda)», 

interpuso recurso de apelación contra la citada resolución formulando los motivos de 

impugnación frente a la resolución recurrida y terminó solicitando que se tuviera por 

formulado en tiempo y forma que recurso de apelación contra resolución de fecha 16 de 

octubre de 2023 de ese Juzgado, contra todos sus pronunciamientos, y tras los trámites que 
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procedan remita las actuaciones ante la Ilma. Sala de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid, y de esta Sala de lo Contencioso Administrativo 

solicitaba que recibidas las actuaciones les dé el trámite que marcan los artículos 85 y 

siguientes de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y tras ello dicte 

resolución que case la que se recurre y determine la estimación del recurso, con nulidad de la 

sentencia de instancia, así como la anulación de la resolución impugnada del Ayuntamiento 

de Majadahonda, con la condena al pago de las costas y demás consecuencias procesales 

pertinentes.

TERCERO.- Por diligencia de ordenación de fecha 16 de noviembre de 2023 se 

admitió a trámite el recurso y se acordó dar traslado del mismo a las demás partes 

personadas en el proceso, presentándose la Letrada Consistorial  

 en nombre y representación del el Ayuntamiento de Majadahonda escrito el día 18 de 

diciembre de 2023 oponiéndose al recurso de apelación formulado de contrario formulando 

las alegaciones que tuvo por pertinente tras lo que solicitó que se tuviera por formulado en 

tiempo y forma, oposición al recurso de apelación interpuesto por la representación procesal 

de  contra la sentencia núm. 391/2023, de 16 de 

octubre de 2023, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 33 de Madrid, 

y, previos los trámites legales oportunos, ordene la remisión de los autos a la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid para resolver el 

presente recurso de apelación y, en su día, dictar la correspondiente resolución 

desestimatoria de las pretensiones de la entidad apelante. Todo ello con expresa condena en 

costas a la parte apelante de conformidad con el artículo 139.2 de la LJCA

CUARTO.- Por diligencia de ordenación de 20 de diciembre de 2023  se acordó unir 

a los autos el escrito de oposición al recurso de apelación y elevar las actuaciones a este 

Tribunal, correspondiendo su conocimiento a esta sección segunda, siendo designado 

Magistrado Ponente el Ilmo. , acordándose 

por providencia de 19 de enero de 2024  a las partes plazo de 10 días para que alegaran lo 

que a su derecho conviniera sobre la inadmisibilidad del recurso de apelación por razón de la 

cuantía, y evacuado el traslado por la representación del Ayuntamiento de Majadahonda y de 

 (calle  

de Majadahonda)», se acordó señalar para deliberación votación y fallo del recurso de 
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apelación el día 29 de febrero de 2024 día y hora en que tuvo lugar.

QUINTO.- En la tramitación de este recurso se han observado las prescripciones de 

los artículos 80.3 y 85 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 29/1.998.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Conforme a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, la fijación de la 

cuantía puede ser efectuada en cualquier momento, incluso de oficio, por el órgano 

jurisdiccional, ya que se trata de una materia de orden público, máxime cuando determina la 

procedencia o improcedencia del recurso de apelación, pues es claro que no puede dejarse al 

arbitrio de quien pretende el acceso a la apelación alterar el régimen de recursos establecidos 

en la Ley porque, sin el minucioso control del Juzgador en la instancia y, a ultranza, al 

decidir sobre la admisibilidad del recurso, quedaría sin aplicación de la regla de excepción 

que establece el artículo 81.1.a) de la Ley Jurisdiccional, que niega la posibilidad de la 

apelación respecto de las sentencias dictadas por los Juzgados de lo Contencioso 

Administrativo y por los Juzgados Centrales de lo Contencioso Administrativo cuando se 

hubieran dictado en asuntos cuya cuantía no exceda de treinta mil euros dado que la 

sentencia se dictó después de la entrada en vigor de la Ley 37/2011 de 10 octubre 2011, que 

se produjo el 31 de octubre de 2011. La fijación de la cuantía por el órgano jurisdiccional de 

instancia no vincula a esta Sala, como de manera uniforme declara el Tribunal Supremo al 

examinar la admisibilidad de los Recursos de Casación que se interponen contra las 

Sentencias de las Salas de lo Contencioso Administrativo, de modo que por mucho que 

dichas Salas hayan fijado la cuantía del Recurso contencioso-administrativo que ante ellas se 

siguió en un importe superior al límite cuantitativo del Recurso de Casación, y por tanto 

hayan admitido la preparación de dicho Recurso, tales declaraciones de las Salas de instancia 

no vinculan al Tribunal Supremo a los efectos de determinar si la casación es admisible por 

su cuantía, pues de otra manera se sustraería al control del Tribunal de casación el control de 

la admisibilidad por la cuantía que por Ley le corresponde, dejando la admisibilidad de la 

casación por razón de la cuantía en las Salas de instancia, lo que no es admisible, pues como 

ya se ha dicho al ser la cuantía de los Recursos, de apelación y de casación, una cuestión de 

orden público procesal, no queda su fijación a disposición de las partes y ni siquiera de los 

propios Tribunales de instancia y apelación o casación, que han de fijar la cuantía del 
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proceso a los efectos del Recurso que han de conocer con estricta sujeción a las normas que 

sobre la materia fijan las Leyes procesales incluso sin necesidad de que se alegue la 

inadmisión por la cuantía por las partes.

SEGUNDO.- Como esta Sala ha establecido ya en anteriores resoluciones, entre 

otras, Sentencia de 5 de mayo de 2008, de la Sección Tercera: “En ocasiones la cuantía del 

recurso viene dada por la acumulación en un mismo acto administrativo de diversas 

reclamaciones de deuda que son individualizables. Es esta cuantía, la de los distintos actos 

administrativos, a la que debe atenderse a efectos de fijación de competencia, pues es 

necesario dejar bien claro que cuantía del recurso y cuantía a efectos de recurribilidad en 

apelación, casación, o casación para unificación de doctrina son conceptos distintos. En 

efecto, la cuantía del recurso, según establece el artículo 41 de la LJCA de 1998, se fija 

atendiendo al valor económico de la pretensión, por lo que, de solicitarse la anulación de un 

acto, habrá de atenderse al contenido económico del mismo y siempre depurando dicha 

cuantía de elementos ajenos al débito principal, tales como recargos, costas o cualquier 

otra clase de responsabilidad (artículo 42.1.a LJCA) salvo que los mismos fueran 

superiores al propio débito. Pero el propio artículo 41.3 se encarga de precisar que en los 

casos de acumulación o ampliación del recurso, no se comunicará la posibilidad de 

apelación o casación a las de cuantía inferior. Este criterio extiende sus efectos desde 

luego a las acumulaciones o ampliaciones producidas en sede judicial, es decir, cuando el 

inicial litigio se amplía a otros actos administrativos conexos (Art. 34, 35 y 36 de la LJCA 

1998), o cuando se acumulan recursos inicialmente tramitados por separado (Art. 37.1 

LJCA ) como se ha declarado reiteradamente por una jurisprudencia no necesitada de cita, 

por invariable; pero a los efectos que ahora nos interesan, también se ha aplicado por la 

Jurisprudencia del Tribunal Supremo idéntica regla determinante de la competencia a 

efectos de la determinación de la cuantía cuando la acumulación se hubiera producido en 

vía administrativa. Y así, la sentencia del Tribunal Supremo de 25 de junio de 1991 declara 

que "......como señala la sentencia de esta Sala, de 13 de Junio de 1988, del artículo 50.3 de 

la misma Ley deriva que cada una de las pretensiones acumuladas conserva pese a la 

acumulación su propia individualidad cuantitativa respecto de la apelación, 

independientemente del resultado que arroje la suma de las cuantías de cada una de las 

pretensiones, siendo, en definitiva, la cuantía de cada una de éstas, aisladamente 

considerada, la que abre o cierra el cauce de la apelación con independencia de la cifra que 
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alcance la suma de las cuantías de las diferentes pretensiones acumuladas...". En el mismo 

sentido la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 1991 declaró que en los casos de 

acumulación en vía administrativa, por la propia Administración o a instancia de los 

interesados, de los diversos actos administrativos de individualidad jurídica, en una sola 

resolución, ello no alteraría en ningún caso la competencia de los órganos judiciales 

afirmando que “... si la Corporación ha reunido en las liquidaciones formales referentes a 

las tres Subestaciones de Transformación las cuotas tributarias correspondientes a varios 

períodos impositivos y, dentro de cada uno de ellos, a los dos devengos semestrales, lo ha 

hecho en el ejercicio de su potestad para cobrar, en el momento pertinente o después, el 

importe de sus créditos tributarios; pero ello, que es el ejercicio de un derecho o potestad, 

nunca puede trascender o anteponerse a las atribuciones de competencia de los Tribunales 

de Justicia, regidas, en general, por los artículos. 18, 21.1 y 24 vigente LOPJ de 1985 y 8.2, 

10.1, a) y 94.1, a) Ley de esta Jurisdicción... De donde, siendo el devengo del impuesto el 

factor constitutivo de la obligación tributaria y, por tanto, del consecuente acto 

administrativo de liquidación que la concreta y determina, con los caracteres de acto 

administrativo autónomo, independiente e individualizable, la acumulación de varios de 

estos potenciales actos en uno solo no ha de alterar el régimen jurisdiccional de la 

competencia, desvirtuándolo a merced del criterio de cualquiera de los sujetos tributarios". 

Por tanto, y en conclusión, puede establecerse que la cuantía de cada acto administrativo, 

considerado por separado e individualizadamente, es la que determina la competencia del 

órgano judicial, tal y como establece la citada Jurisprudencia del Tribunal Supremo, 

reiterada posteriormente por las sentencias de 26 y 30 de abril de 1999”.

TERCERO.- La fijación inicial de la cuantía por el órgano jurisdiccional 

unipersonal de instancia, no vincula a esta Sala, como ha declarado de forma pacífica y 

reiterada el Tribunal Supremo, al examinar la admisibilidad de los Recursos de Casación que 

se interponen contra las Sentencias de las Salas de lo Contencioso Administrativo, siendo 

pacífica dicha doctrina, en el sentido que "en el caso en que las Salas hayan fijado la cuantía 

del recurso contencioso- administrativo que ante ellas se siguió en un importe superior al 

límite cuantitativo del Recurso de Casación, tales declaraciones de las Salas de instancia no 

vinculan al Tribunal Supremo a los efectos de determinar si la casación es admisible por su 

cuantía, pues de otra manera se sustraería al control del Tribunal de casación el control de la 

admisibilidad por la cuantía que por Ley le corresponde, dejando la admisibilidad de la 
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casación por razón de la cuantía en las Salas de instancia, lo que no es admisible, pues como 

ya se ha dicho al ser la cuantía de los recursos, de casación, es una cuestión de orden público 

procesal, no queda su fijación a disposición de las partes y ni siquiera de los propios 

Tribunales de instancia, que han de fijar la cuantía del proceso a los efectos del recurso que 

han de conocer con estricta sujeción a las normas que sobre la materia fijan las Leyes 

procesales incluso sin necesidad de que se alegue la inadmisión por la cuantía por las partes

CUARTO.- En aplicación de la doctrina jurisprudencial antes expuesta procede 

declarar la inadmisibilidad del recurso de apelación pues no se supera el límite cuantitativo 

aplicable de 30.000 euros conforme a lo establecido en el artículo 81.1.a) de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa pues el objeto del 

recurso contencioso-administrativo era la resolución del Ayuntamiento de Majadahonda que 

acordó requerir a  (Calle ), 

que ingresara en la Tesorería municipal el importe de DOCE MIL OCHOCIENTOS 

NOVENTA Y SIETE EUROS CON CINCUENTA Y CUATRO CÉNTIMOS (12.897,54  

€), en concepto de compensación para reposición del arbolado que ha sido talado sin 

licencia, en virtud de lo dispuesto en la Resolución de 6 de octubre de 2021. Dicha cuantía es 

inferior a 30.000 € razón por la que se tramitó el procedimiento por las normas del 

Procedimiento abreviado de conformidad con el artículo 78 de la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa que establece que Los 

Juzgados de lo Contencioso-Administrativo y, en su caso, los Juzgados Centrales de lo 

Contencioso-Administrativo de este Orden Jurisdiccional conocen, por el procedimiento 

abreviado, de los asuntos de su competencia que se susciten sobre cuestiones de personal al 

servicio de las Administraciones Públicas, sobre extranjería y sobre inadmisión de 

peticiones de asilo político, asuntos de disciplina deportiva en materia de dopaje, así como 

todas aquellas cuya cuantía no supere los 30.000 euros.

Resulta indiferente que la sentencia apelada contuviera una información incorrecta de 

los recursos que podían interponerse frente a la misma y ha de señalarse que la superación de 

los 30.000 € es un presupuesto de admisibilidad, y como tal presupuesto, de no concurrir 

impide que el Tribunal pueda entrar a conocer del fondo del asunto como pretende la 

 apelante que indica, que hay causa especial de admisión, de las 

señaladas en el artículo 82 a) e incluso b) o d), al tratar de la validez o no de las 

notificaciones electrónicas de la Administración que no han sido recibidas por parte del 
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representante de la recurrente, a pesar de que, oficialmente se han comunicado por el 

procedimiento electrónico y en la sede adecuada.

El artículo 82 carece de párrafos y si  se refiere al 

apartado 2º del artículo 81 de la de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso-administrativa la letra b) de dicho apartado señala que serán 

siempre susceptibles de apelación las sentencias siguientes: a) Las que declaren la 

inadmisibilidad del recurso en el caso de la letra a) del apartado anterior, la sentencia apelada 

no declara la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo sino que lo desestima. 

La letra b) hace referencia a las Sentencias dictadas en el procedimiento para la protección 

de los derechos fundamentales de la persona, lo que no es el caso pues el procedimiento 

seguido es un Procedimiento Abreviado, y no cabe recurso de apelación, aunque en dicho 

procedimiento se invocara la infracción de derechos fundamentales.

Y respecto de la letra d) que se refiere a las sentencias que resuelvan impugnaciones 

indirectas de disposiciones generales. La impugnación indirecta está regulada en el artículo 

26 de la de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa que señala que además de la impugnación directa de las disposiciones de 

carácter general, también es admisible la de los actos que se produzcan en aplicación de las 

mismas, fundada en que tales disposiciones no son conformes a Derecho. En el recurso de 

apelación no se hace referencia alguna a la nulidad de ningún acto reglamentario.

QUINTO.- Es doctrina Jurisprudencial consolidada de nuestro Tribunal Supremo, de 

la que pueden ser ejemplo por todas las de Sala Tercera de 25 de Enero de 1.999, (sección 

2ª) y 5 de Enero de 1.999, (sección Segunda) dado el estado procesal que mantiene el 

recurso, las causas de inadmisión que debieron apreciarse en el trámite correspondiente han 

de jugar como causas de desestimación, se está en el caso de no dar lugar al mismo

SEXTO.- De conformidad con el artículo 139 de la Ley de la Jurisdicción 

Contencioso en segunda instancia se impondrán las costas al recurrente si se desestima 

totalmente el recurso, salvo que el órgano jurisdiccional, razonándolo debidamente, aprecie 

la concurrencia de circunstancias que justifiquen su no imposición. Estas circunstancias 

concurren en el caso presente pues la sentencia recurrida ofrecía a los litigantes la 

posibilidad de interponer recurso de apelación, e interpuesto el recurso el mismo fue 

admitido por resolución del Secretario Judicial del Juzgado de lo Contencioso 
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Administrativo. 

La errónea información sobre los recursos a imponer puede justificar la actividad de 

la parte y por lo tanto no procede imponer las costas a ninguna de las partes.

Vistas las disposiciones legales citadas 

FALLAMOS

QUE DESESTIMAMOS EL RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por la 

Procuradora  en nombre y representación de  

 (calle  de Majadahonda)», 

contra la Sentencia dictada el día 16 de octubre de 2023, por el Juzgado de lo Contencioso 

Administrativo número 33 de Madrid en el Procedimiento Abreviado número 230 de 2023 

sin especial pronunciamiento en cuanto a las costas causadas por lo que cada parte abonará 

las causadas a su instancia y las comunes lo serán por mitad. 

Notifíquese la presente resolución a las partes con la advertencia de que contra 

misma cabe presentar recurso de casación, que deberá prepararse ante esta Sala en el plazo 

de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito 

de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 

de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con justificación del interés 

casacional objetivo que presente, previa constitución del depósito de 50 euros.

Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de 

Depósitos y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2612-0000-85-0094-24 

(Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo concepto del 

documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” 24 Contencioso-Casación (50 

euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta general 

nº  0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se consignará el 

número de cuenta-expediente 2612-0000-85-0094-24 en el campo “Observaciones” o 

“Concepto de la transferencia”  y a continuación, separados por espacios, los demás datos de 

interés.
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Así por esta nuestra Sentencia, definitivamente Juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 

firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 
las leyes.






